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Ley 1/2008, de 21 de abril, por la que se modifica la Ley 4/1996, de 14 de junio, del 

Estatuto de los Consumidores y Usuarios de la Región de Murcia 

 

Iuliana Raluca Stroie 

Centro de Estudios de Consumo 

 

Conforme al preámbulo de la Ley, son tres las líneas directrices sobre las que se articula 

esta reforma. El fortalecimiento de las asociaciones de consumidores y usuarios como 

cauce natural de la representación, participación y consulta de los consumidores y 

usuarios; la potenciación de los instrumentos administrativos para la protección de los 

consumidores y usuarios y por ultimo la definición y reconocimiento del papel de las 

administraciones locales en este ámbito. 

 

Este cuerpo legal se compone de siete artículos, a través de los cuales, mediante bloques 

temáticos uniformes, se realiza una modificación de la redacción de veinticinco 

artículos y se añaden nuevos preceptos, dos disposiciones finales y una disposición 

derogatoria. Para una mayor garantía del principio de seguridad jurídica, en aquellos 

supuestos en los que eran varios los apartados de un mismo precepto que se debían 

modificar se ha dado una nueva redacción completa al precepto, incluso incorporando 

literalmente los apartados que no precisaban modificación alguna.  

 

El artículo segundo establece el derecho de los consumidores y usuarios a la libertad de 

elección en el marco de una economía de mercado. Esta libertad constituye un 

presupuesto ineludible para la garantía de los legítimos intereses económicos y sociales 

de los consumidores a los que se refiere el artículo 8 del Estatuto de los Consumidores, 

especialmente en el actual contexto económico, donde la globalización de la economía 

ha potenciado la concentración empresarial en general y muy particularmente en 

sectores clave para los consumidores y usuarios. 

El artículo tercero da una nueva redacción a todo el capítulo IV del título II de la Ley 

4/1996, relativo al Derecho a la representación, participación y consulta. Se toma como 

punto de partida la regulación que, en materia de asociaciones de consumidores, la Ley 

44/2006, de 29 de diciembre, de mejora de la protección de los consumidores y 

usuarios, declara aplicable a todo el Estado. 

El artículo cuarto afronta la reforma de dos instrumentos administrativos esenciales para 

la protección de los derechos e intereses de los consumidores y usuarios: por un lado, la 
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inspección administrativa y, por otro, la adopción de medidas de reacción de naturaleza 

no sancionadora ante situaciones de riesgo o lesión a esos derechos. 

El artículo quinto acomete una extensa reforma del régimen sancionador, que es otro de 

los instrumentos de los que la Administración dispone para la protección de los 

derechos de los consumidores. Se introducen nuevos tipos que vienen a subsanar 

importantes omisiones de la Ley 4/1996, con las desfavorables consecuencias que ello 

ha tenido para los consumidores. Entre otros, podrían destacarse el fraude en la 

prestación de servicios de instalación o reparación de bienes y de asistencia en el hogar; 

el incremento de precios en los repuestos; la realización de actividades sin los seguros o 

avales legalmente impuestos -previsión que tiene especial trascendencia en el ámbito de 

la compraventa de vivienda-; o la inclusión o aplicación de cláusulas abusivas en la 

oferta o promoción de productos o servicios, en los contratos o en la propia ejecución de 

éstos. 

Cabe destacar el artículo 2 de la Ley 1/2008: 

 

“Adiciones al artículo 8 de la Ley 4/1996, de 14 de junio, del Estatuto de los 

Consumidores y Usuarios de la Región de Murcia. 

 

Uno. El apartado g del artículo 8 queda redactado en los siguientes términos: 

 

La prohibición del corte del suministro de servicios públicos o de interés económico 

general de prestación continua, sin constancia fehaciente de recepción previa por el 

consumidor y usuario de una notificación concediéndole plazo suficiente para subsanar 

el motivo que pueda esgrimirse como fundamento del corte y sin las previas 

autorizaciones administrativas o judiciales que, en su caso, puedan proceder. La citada 

prohibición incluye, en particular, los servicios de agua potable, electricidad, teléfono y 

gas, y no estará referida a los cortes de suministro de carácter general por averías, 

reparaciones u otros análogos”. 

 


